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DERECHO DE PETICIÓN / DEBER DE DAR RESPUESTA OPORTUNA, CLARA, COMPLETA, DE FONDO Y CONGRUENTE. [S]e advierte que, en efecto, se adoptó una posición frente a la reclamación de la demandante, misma que fue remitida a la dirección física reportada en el documento contentivo de petición. No obstante, la interesada sostiene que nada ha recibido, como en efecto se extracta de la misma prueba que el Ministerio allegó, en el sentido de que la empresa de correo postal utilizada para el evento devolvió el documento por la causal "Desconocido- No lo conocen", lo que permite concluir, sin mayores ambages que se incumple el último de los requisitos antes señalados, que es poner en conocimiento del peticionario la respuesta. (…) De manera que ha pasado ya el término previsto en la ley (art. 14, Ley 1755) para dar oportuna y completa respuesta desde cuando se radicó la respectiva solicitud, lo que dará lugar al amparo impetrado como única alternativa para salvaguardar el interés perseguido por medio de esta acción. Por consiguiente, en el tiempo que se señale, la Ministra de Educación Nacional, doctora Yaneth Giha Tovar, o quien haga sus veces, o delegue para ello, deberá materializar la notificación de la respuesta extendida con ocasión de la solicitud de la que se hace relación en este trámite.
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Pereira, noviembre tres de dos mil diecisiete
Expediente 66001 -22-13-000-2017-01175-00
Acta No. 578 de noviembre 3 de 2017
Procede la Sala a decidir la acción de tutela propuesta por Melissa Giraldo Quintero contra el Ministerio de Educación Nacional.

ANTECEDENTES

En su propio nombre, Melissa Giraldo Quintero, acudió en procura de la protección de los derechos fundamentales que citó como: "...educación por conexidad con los derechos fundamentales del Ubre desarrollo de la personalidad, Libertad de escoger profesión u oficio y al trabajo", y que estima vulnerados por el Ministerio de Educación Nacional.

Explicó, en síntesis, que el 22 de agosto del presente año elevó un derecho de petición ante la citada Cartera, pero a la fecha no ha obtenido respuesta, relacionado con el otorgamiento de una beca con sistema de condonación ofrecidas desde el segundo semestre del año 2012 para los estudiantes que se ubicaran entre los puestos 1 y 200 en los resultados de las Pruebas SABER 2011 (antes ICFES). Al estar dentro de estas exigencias, se inscribió para el Programa de Artes Visuales para el primer semestre de 2017, pagado por su padre, con el convencimiento de que para el siguiente periodo podría acceder el respectivo crédito condonable; pese a que el ICETEX informó el 31 de mayo sobre la convocatoria para tal sistema de crédito, nunca se realizó, lo que frustra su ilusión de seguir sus estudios y ser una licenciada en artes visuales, de lo cual es responsable el Ministerio de Educación Nacional.

Pidió, por tanto, el amparo de los derechos invocados, y como consecuencia de ello, que se le ordene al Ministerio suministrarle los medios necesarios para su educación superior y el sostenimiento en la ciudad de Pereira.

Con la demanda se aportó copia de la solicitud (f. 8 y 9).

Se dispuso dar trámite a la acción y se concedió un término de traslado de 2 días.

El Ministerio señaló que hay una carencia actual de objeto, ya que verificado el Sistema de Gestión Documental de la entidad, se constató que la petición de la interesada "fue radicada con el consecutivo No. 2017-ER-169473 fechado el 11 de agosto de la presente anualidad, ..." y transcribió el contenido de respuesta, que, indica, "... se realizó a través del radicado 2017-EE-150714 con fecha del 24 de agosto del 2017, es decir dentro del término legal establecido para tal fin"] agregó que la misma fue notificada a la dirección reportada por la solicitante, como se evidencia en el pantallazo adjunto que certifica la entrega respectiva y que el derecho de petición no lleva implícita una respuesta favorable.

CONSIDERACIONES

Desde 1991 impera en nuestro sistema jurídico la acción de tutela como un mecanismo constitucional que, de acuerdo con el artículo 86 de la Carta, le permite a toda persona acudir a un juez para conseguir la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo amenazados o vulnerados por una autoridad, y en algunos casos por particulares.

En este caso, se dicen comprometidos los derechos arriba señalados, porque la accionante no ha obtenido respuesta a una solicitud que elevó ante el Ministerio de Educación Nacional; sin embargo, pide en su demanda que se conmine a tal dependencia a suministrarle los medios necesarios para adelantar su educación superior.

Del contenido del libelo se extracta, a pesar de ese pedimento, que la cuestión se centra en el derecho de petición, como quiera que se alude a que elevó una solicitud ante la entidad accionada (f. 1) en la que puso de presente su situación, la que nunca le fue respondida.
Enmarcado así el asunto, como debe ser, porque solo al momento de obtener la contestación respectiva se podría saber si la accionada vulnera algún derecho fundamental diferente, se tiene que el derecho de petición se garantiza con la implementación de normas que desarrollen el contenido constitucional, pero también con la posibilidad de presentar solicitudes escritas o verbales para los fines que cada persona estime pertinentes, con la obligación correlativa del requerido de ofrecer una respuesta clara, congruente, de fondo y oportuna; esto es, una respuesta que carezca de contenido abstracto o evasivo, que solucione dentro de los límites de lo posible la situación o inquietud del peticionario; que respete los límites temporales que la ley ha fijado para emitir un pronunciamiento y, por último, que se le ponga en conocimiento al solicitante, pues de lo contrario ningún efecto produciría, al margen del sentido de la misma, esto es, que sea favorable o desfavorable.

Sobre el particular ha sido reiterativa la Corte Constitucional; en un pronunciamiento reciente
1 recordó que:

Así las cosas, se puede afirmar que, conforme al mandato constitucional en comentario, todas las personas tienen derecho a elevar peticiones respetuosas a las autoridades y a exigir de éstas una respuesta oportuna que las resuelva de manera clara, precisa y congruente; es decir, una respuesta sin confusiones ni ambigüedades y en la que exista concordancia entre lo solicitado y lo resuelto, independientemente de que acceda o no a las pretensiones, pues, como ya se indicó, no es mandatario que la administración reconozca lo pedido. Finalmente, se resalta que la respuesta debe obedecer a los parámetros establecidos por la Ley para el tipo de petición elevada y debe ser finalmente notificada al peticionario
.

Descendiendo al caso concreto, ninguna duda existe acerca de la solicitud que refiere la demanda frente al Ministerio de Educación Nacional y su entrega, y lo que ha originado la acción es, precisamente, la tardanza en una solución.

Para lo que interesa, el Ministerio de Educación Nacional, cimienta su defensa en el hecho de que oportunamente contestó y le remitió la respuesta del caso a la interesada, de manera que no hay un derecho qué proteger, en cuanto la contestación puede ser favorable o desfavorable.

Revisados los anexos enviados, se advierte que, en efecto, se adoptó una posición frente a la reclamación de la demandante, misma que fue remitida a la dirección física reportada en el documento contentivo de petición.

No obstante, la interesada sostiene que nada ha recibido, como en efecto se extracta de la misma prueba que el Ministerio allegó, en el sentido de que la empresa de correo postal utilizada para el evento devolvió el documento por la causal "Desconocido- No lo conocen", lo que permite concluir, sin mayores ambages que se incumple el último de los requisitos antes señalados, que es poner en conocimiento del peticionario la respuesta.

Esto, porque si bien se gestionó el envío por correo y tal diligencia se frustró, lo que podría dar para pensar que cumplió su obligación, pasó por alto la entidad que la reclamante también suministró lo un número de teléfono móvil, que está consignado en la solicitud (f. 9) y, por tanto, por ese medio ha debido agotarse la posibilidad de comunicación para enterarla de lo resuelto.

En una ocasión señaló la Corte Constitucional sobre el particular
 que:

Muchos los medios -sic- que la administración tiene para poner en conocimiento sus actos y por lo tanto, no se pude limitar al envío de una comunicación por correo a la dirección que el administrado haya notificado al intervenir por primera vez en la actuación, pues éste es el último medio que establece la ley cuando se han agotado los demás. Así, la administración tiene la carga de demostrar que no hay un medio más eficaz que la notificación por correo y que agotó otros medios para dar a conocer sus actos. Es claro que la administración no cuenta sólo con el correo para dar a conocer sus actos, sino que puede tener acceso a bases de datos como las de las Cámaras de Comercio en donde se pueden ubicar los teléfonos y verificar el domicilio de los administrados -en especial tratándose de personas jurídicas-, los directorios telefónicos para conocer número telefónicos o de fax, bases de datos tributarias para conocer el domicilio reportado por el administrado, las páginas electrónicas de la red Internet, etc.

(…)
La Superintendencia, conoció, por vía de derecho de petición, una nueva dirección de la Empresa el 13 de mayo de 2003; tal y como se enunció en el numeral 5.2 de la parte motiva de esta providencia, cuando se examinaron las actuaciones extra procesales de la Superintendencia y de la empresa Transportes Luz S.C.A. A pesar de este conocimiento no realizó la notificación a la nueva dirección.

De manera que ha pasado ya el término previsto en la ley (art. 14, Ley 1755) para dar oportuna y completa respuesta desde cuando se radicó la respectiva solicitud, lo que dará lugar al amparo impetrado como única alternativa para salvaguardar el interés perseguido por medio de esta acción. Por consiguiente, en el tiempo que se señale, la Ministra de Educación Nacional, doctora Yaneth Giha Tovar, o quien haga sus veces, o delegue para ello, deberá materializar la notificación de la respuesta extendida con ocasión de la solicitud de la que se hace relación en este trámite.

DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONCEDE la protección del derecho de petición en favor de Melissa Giraldo Quintero.
En consecuencia, se ordena a la Ministra de Educación Nacional, doctora Yaneth Giha Tovar, o quien haga sus veces, o quien delegue para ello, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación que de esta sentencia se le haga, materialice la notificación de la respuesta brindada a la accionante, valiéndose de los datos por ella suministrados para su ubicación, incluso, su número telefónico.

De esta circunstancia dará cuenta a este despacho.

Notifíquese esta decisión a los intervinientes por el medio más expedito. 

Si no es impugnada, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

A su regreso, archívese el expediente. 

Los Magistrados

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  
          DUBERNEY GRISALES HERRERA
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